PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que vería con agrado que la Dirección de Transporte, dependiente del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires, extremara los controles para posibilitar el efectivo cumplimiento por parte de la Empresas de Transporte colectivo terrestre del artículo 22 de la Ley 10.592, en cuanto dispone que deberán facilitar el transporte gratuito de las personas con discapacidad.

FUNDAMENTOS

La ley 10.592 establece un régimen integral para personas discapacitadas, ocupándose en el Título II, Capítulo V, Artículo 22, del Transporte Público de Pasajeros.

El artículo mencionado establece que las empresas de transporte colectivo terrestre que operen en jurisdicción provincial, deberán facilitar el transporte de personas con discapacidad en forma gratuita.

Dicha ley fue reglamentada por Decreto Provincial Nº1149 / 90 estableciendo en relación al transporte de personas que la franquicia o beneficio se extendería exclusivamente al trayecto que media entre el domicilio del discapacitado y el o los establecimientos educacionales, de rehabilitación y/o talleres protegidos, donde los mismos deban concurrir. Esta disposición cercenaba el espíritu y la letra de la ley, pues la misma no fijaba limitación alguna en cuanto a las causales o motivos del uso del transporte público por parte de las personas con discapacidad, incluyendo también a las personas que los acompañen cuando no pueden valerse por sí mismos.

Posteriormente, por Decreto Nº2744 / 04, el Poder Ejecutivo Provincial sustituyó los incisos 1º a 5º del art. 22 de la reglamentación, estableciendo que “el motivo del viaje no constituye limitante alguna al beneficio de gratuidad establecido por la ley 10.592”.

Este nuevo régimen de beneficio sin limitaciones, acorde con las disposiciones de la ley, encuentra frecuentes obstáculos y negativas en el servicio de transporte, invocando con frecuencia la necesidad de reservar los lugares con anticipación, estableciendo requisitos que no surgen de la ley ni de la reglamentación o manifestando la imposibilidad de transportarlos por falta de espacio.

El Certificado de Discapacidad establecido por la ley 10.592 es documento válido para tramitar la credencial habilitante,  que emite la Dirección Provincial de Transporte, para acceder al beneficio.

Es necesario que el estado provincial arbitre los medios conducentes a que el derecho establecido en la legislación vigente encuentre su correlato en la realidad,  profundizando los controles y verificando el cumplimiento de lo establecido.

Por todo lo expuesto se solicita la aprobación del siguiente proyecto de Declaración.

